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Resumen: el objetivo general de este trabajo es demos-
trar la necesaria regulación de las tecnologías vinculadas a 
la democracia que dan lugar a un concepto novedoso des-
de una perspectiva digital. Así, se enfoca en identificar un 
tema actual que constituye un desafío para el derecho cons-
titucional, para la justicia constitucional y particularmente 
para la democracia, lo cual no excluye el derecho electoral. 
Desde este enfoque, la democracia digital considera el desa-
rrollo científico y tecnológico, pero no deja de lado el contexto 
de los derechos humanos, ya que involucra a las sociedades, 
su representación y su interferencia en la vida pública para su 
participación en asuntos de participación política, balance de 
poderes, entre otros.

Abstract: the general objective of this work is to demonstra-
te the necessary regulation of technologies that are linked to 
democracy and that give rise to a novel concept from a digital 
perspective, thus, it focuses on identifying a current issue that 
constitutes a challenge for the law. constitutional, for constitu-
tional justice and particularly for democracy, which does not 
exclude the electoral right.
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From this approach, digital democracy considers scientific and 
technological development, but does not leave out the context 
of human rights, since it involves societies, their representa-
tion, and their interference in public life for their involvement 
in matters of political participation, balance of powers, among 
some.
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I. Introducción

El presente trabajo tiene por objetivo general, demostrar la ne-
cesaria regulación de las tecnologías que se vinculan con la de-
mocracia y que dan lugar a un concepto novedoso desde una 
vertiente digital, así, se enfoca en identificar un tema actual que 
constituye un desafío para el derecho constitucional, para la jus-
ticia constitucional y de forma particular para la democracia, que 
no excluye al derecho electoral.

Desde este planteamiento, la democracia digital considera el 
desarrollo científico y tecnológico, pero no deja fuera el contex-
to de los derechos humanos, pues involucra a las sociedades, su 
representación, y su injerencia en la vida pública para su impli-
cación en asuntos de participación política, de equilibrio de po-
deres, entre algunos.

Por lo tanto, nos encontramos frente a un nuevo derrotero 
en el ámbito de la justicia, la gobernanza y la participación polí-
tica. Como todo criterio innovador, alberga esperanzas en temas 
de representatividad y participación, pues dado el contexto del 
avance tecnológico, este concepto echa mano de los alcances que 
en la actualidad tienen las redes sociales, 
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Desde ahora, advertimos con preocupación los enormes re-
tos presentes y futuros que diversos órganos —no solo jurisdic-
cionales— en el conocimiento de casos vinculados con el avance 
tecnológico y la participación política, también sobresale la idea 
que esperamos en un modelo constitucional bajo un modelo de 
democracia electrónica.

Desde esta constatación es importante en un ejercicio crítico, 
hacer hincapié en visibilizar algunos peligros que existen en la 
actualidad para la democracia, en general, para la democracia di-
gital en particular, provocado “en muchos casos” por regímenes 
populistas, plataformas abiertas, propagandas electrónicas que 
en algunos casos dan lugar a la desinformación, además de los 
riesgos que enfrentan hoy las democracias latinoamericanas.1 

Por lo tanto, este objeto de estudio amerita una participación 
de la academia para definir conceptos e implicaciones políticas de 
las aplicaciones tecnológicas presentes en nuestra sociedad actual, 
vinculadas con el ejercicio de los derechos político-electorales.

En dicha tesitura, hacemos hincapié en la relevancia del pro-
nunciamiento, inicialmente legislativo, para definir leyes adecua-
das a estas tecnologías, que consideran datos de algoritmos con 
los que tradicionalmente no converge el derecho pero que se ha-
cen presentes en la actualidad y que obligan a que las autoridades 
legislativas se pronuncien.

Consideramos la importancia de la temática que es punto 
de inflexión de forma transversal en otras disciplinas como la 
transparencia, rendición de cuentas, privacidad y participación, 
libertad de expresión, gobernanza entre otros. En este sentido 
el impacto que dichas plataformas tienen en el ejercicio de los 
derechos fundamentales,2 incluidos, los político-electorales. A 
este respecto habrá que incluir la participación de los órganos 

1	 Sobre este tema, se recomienda consultar, Mires, Fernando, “Los diez pe-
ligros de la democracia en América Latina”, Cuadernos del Cendes, Red de 
Revistas Científicas de América Latina, el Caribe, España y Portugal, año 23, 
núm. 61, tercera época, enero-abril de 2006, Venezuela, 2006, pp. 1-38.

2	 Se recomienda, Guerrero Aguirre, Francisco Javier, “El impacto de las redes 
sociales en los sistemas electorales” en Ayala Sánchez, Alfonso, Democracia en 
la era digital, México, H. Congreso de Veracruz, UNAM, IIJ, 2012, pp. 307-318.
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custodios de la constitucionalidad, así como el propio concepto 
del acceso a la justicia desde esta perspectiva.

No debe soslayarse la importancia que tiene para los derechos 
humanos la democracia, constituye un binomio indisoluble, por lo 
que la democracia digital también representa un tema de derechos 
humanos, involucra libertad de expresión, y donde también pueden 
existir espacios para ejercer violencia, inclusive, violencia de géne-
ro. Ilustra este planteamiento el Juicio Electoral en el Procedimien-
to Especial Sancionador que analiza la violencia política de género 
realizada a través de una cuenta de Facebook en donde las autorida-
des tienen amplias obligaciones constitucionales y convencionales.3

Por lo tanto, los espacios públicos en donde interaccionan las 
personas y las autoridades deben ser objeto de regulación, per-
miten intercambiar ideas, ejercer los derechos, participar y pro-
poner, ejercer la democracia, pero también múltiples formas de 
violencia y de menoscabo a las libertades individuales.

También es correcto que la inteligencia artificial se vincula 
con otros problemas más, algunos más evidentes que otros, no 
imitados a los derechos político-electorales, por ejemplo, la vio-
lencia y los impactos diferenciados que amerita considerar para 
personas más desaventajadas social y económicamente, que tie-
nen una incidencia en el reconocimiento y ejercicio de los dere-
chos, por lo que debemos considerar la desigualdad tan marcada 
entre las personas y la discusión de las obligaciones generales 
en materia de derechos humanos a cargo de las autoridades del 
Estado para dar lugar a una democracia incluyente que aprove-
che los beneficios científicos en la que exista una real oportuni-
dad de participación de todas las personas. Así, “la democracia 
representativa es uno de los pilares de todo el sistema del que 
la Convención forma parte y constituye un principio reafirmado 
por los Estados americanos en la Carta de la OEA, instrumento 
fundamental del sistema interamericano”.4

3	 Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Sala Regional Espe-
cializada, SRE-JE-111/2018, https://www.te.gob.mx/herramientas_genero/
media/pdf/c34b19a77758807.pdf 

4	 Corte IDH. Caso López Lone y otros vs. Honduras. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C, 
núm. 302, pár. 149.
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Revelar la manera en que las tecnologías y la democracia di-
gital se ponen al servicio de los derechos, constituye el desafío 
más importante, debe considerar la interdependencia en los de-
rechos fundamentales, pues no es suficiente la existencia de di-
cho desarrollo científico, si no se encuentra disponible desde un 
presupuesto de igualdad a las personas. La Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (en adelante CoIDH) dispone, “el Estado 
tiene la obligación de garantizar el goce de los derechos políticos, 
lo cual implica que la regulación del ejercicio de dichos derechos 
y su aplicación sean acordes al principio de igualdad y no discri-
minación, y debe adoptar las medidas necesarias para garantizar 
su pleno ejercicio”.5 En concordancia un de los desafíos impe-
rantes es lograr la igualdad en un amplio espectro a partir de las 
tecnologías digitales.

No pasa inadvertido en este proemio la consideración de que 
el enfoque jurídico ya no es meramente formalista analiza con-
ceptos y definiciones reales que tienen cabida en el estudio de 
otras disciplinas por lo que existe una apertura del derecho al 
respecto. 

II. Democracia digital, ¿qué entendemos?

Como se ha enfatizado, existe una vertiente actual que conside-
ra que la democracia debe ser comprendida como un genuino 
derecho fundamental, el desarrollo tecnológico ha dado lugar a 
nuevos espacios de regulación que aprovechan el internet y otros 
desarrollos algorítmicos para la creación y difusión de datos, per-
miten la circulación de información y a participación de las per-
sonas y autoridades.

Así, como lo señala Carrillo Werring, “la democracia digital 
se refiere a un conjunto de elementos que conforman una infraes-
tructura tecnológica y humana, así como un marco legal, con el 
objetivo principal de brindar certeza y confiablidad a la ciuda-

5	 Corte IDH. Caso Yatama vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C, núm. 
127, párr. 201.
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danía”.6 Sumaríamos a esta definición, los ámbitos privados que 
tienen incidencia en la toma de decisiones, así como los datos en 
sentido amplio que se encuentran disponibles a los usuarios que 
proveen de información a la sociedad, confiable o no.

Encontramos como ejemplos, plataformas personales que 
posicionan a las personas en espacios públicos, Instagram, Ti-
kTok, Twitter (hoy X) y que circulan datos que legitiman a las 
instituciones, autoridades o las descalifican, dan lugar a un inter-
cambio de información individual y colectivo con trascendencia 
ara el derecho.

En el ámbito electoral, sobresale contenido vinculado con 
propaganda, campañas, información, perfiles, datos estadísticos, 
no siempre sometido a un escrutinio estricto que garantice su 
veracidad pero que se encuentra disponible para la sociedad. En 
este tenor es de relevancia, elaborar disposiciones jurídicas en 
torno al acceso a la información a través de redes sociales, pero 
también la creación de contenidos digitales sometidos al marco 
jurídico, en sentido estricto por la temática que nos ocupa, cuan-
do su impacto se vincula con el ejercicio de los derechos políti-
co-electorales y los límites que impone la norma fundamental a 
la autoridad cuando se trata de los derechos humanos.

Para Galindo Vácha se utilizan indistintamente los conceptos 
de democracia digital y democracia electrónica, no obstante, de 
forma acertada enfatiza en distinciones importantes entre ambos 
conceptos. En dicho tener reconoce que “el vocablo digital se re-
fiere a los dedos, a las extremidades superiores finales”, se asocia 
a la tecnología, por su parte lo electrónico incluye “dos tecno-
logías, la analógica y la digital”, por lo que, a juicio de Galindo, 
resulta más acertado hablar de “democracia digital”.7

Coincidimos con el autor y cabe afirmar que es un concepto 
novedoso sobre el que existen sendas necesidades en su precisión 
legal que requieren de disciplinas que puntualicen en un futuro 

6	 Carrillo Werring, Erick, “La democracia digital y la aceptación social-polí-
tica”, en, Ayala Sánchez, Alfonso, op. cit., pp. 193-210.

7	 Cfr. Galindo Vácha, Juan Carlos, “La democracia digital”, en Vniversitas 
Jurídica, vol., 73, 2024, Pontificia Universidad Javeriana, https://revistas.
javeriana.edu.co/files-articulos/VJ/73(2024)/6722660011/index.html
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su contenido, con el objetivo de garantizar de manera efectiva su 
presencia en el ámbito jurídico.

Desde este apartado entonces identificamos importantes re-
tos, para por un lado identificar los avances que se generan en 
estas tecnologías digitales de comunicación y la forma en la que 
el Estado da cumplimiento a sus obligaciones en el ámbito de los 
derechos humanos al vigilar la información que se transmite en 
los espacios públicos y privados que tienen impacto relevante en 
la democracia y la representación, diseñando, inclusive políticas 
públicas para su ejercicio y libre participación, por el otro, la re-
gulación en la interacción que se propicia en estos espacios que 
no están limitados a un determinado espacio geográfico y que 
por tanto constituye un área de estudio del ius commune.

Es claro que este apartado se vincula con acceso a la justicia, 
con libertades individuales y con obligaciones del Estado, por lo 
que las instituciones no deben ser ajenas a este desarrollo tecno-
lógico, considerarlas como un área de oportunidad en el acceso 
a la información y la erradicación de monopolios que permita 
tomar las mejores decisiones en el momento de la participación 
política, lo cual coadyuva a construir sociedades informadas 
y empoderadas que ejercen sus libertades, siempre que dicha, 
siempre que estos procesos innovadores se encuentren al servi-
cio de las y los ciudadanos, lo cual nos obliga a identificar presu-
puestos para su ejercicio, el acceso al internet y el conocimiento 
en las plataformas.

De conformidad con la Encuesta Nacional sobre Disponibili-
dad y Uso de Tecnologías de la Información en los Hogares, (EN-
DUTIH), en 2023, 97.0 millones de personas usaban internet, 
es decir, 81.2 % de la población de 6 años o más. También que el 
internet se usó con más frecuencia para comunicarse (93.3 %), 
para acceder a redes sociales (91.5 %) y para entretenimiento 
(88.1 %).8

Ahora bien, el acceso al internet no es suficiente para la efec-
tividad de estas tecnologías, es indispensable la alfabetización, la 

8	 INEGI, Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la 
Información en los Hogares, (ENDUTIH), 2023, https://www.inegi.org.mx/
contenidos/saladeprensa/boletines/2024/ENDUTIH/ENDUTIH_23.pdf
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información, la vigilancia de los contenidos que se ofrecen en las 
plataformas que permita que las y los ciudadanos potencialicen 
los procesos de representación y decisión de asuntos públicos.

En este renglón sobresale el contenido jurisprudencial del 
tribunal regional americano, que dispone que, “los derechos polí-
ticos son derechos humanos de importancia fundamental dentro 
del sistema interamericano que se relacionan estrechamente con 
otros derechos consagrados en la Convención Americana como 
la libertad de expresión, la libertad de reunión y la libertad de 
asociación y que, en conjunto, hacen posible el juego democráti-
co”,9 por lo que el ejercicio efectivo de estos derechos coadyuva 
a la realización de la democracia.

En este sentido, Caso Prado10 refiere que las plataformas so-
ciales también son herramientas a disposición de los partidos 
políticos o personas candidatas, pus permiten enviar mensajes e 
inclusive compartir resultados electorales, por lo que el derecho 
electoral a juicio de quien suscribe se encuentra frente a una di-
mensión novedosa de estudio, la justicia constitucional en la era 
digital.

Coincidimos con la autora en el sentido de que el mundo di-
gital constituye un instrumento relevante para las instituciones 
electorales, pero también para los actores políticos, que obligan 
al Estado a pronunciarse sobre las aplicaciones tecnológicas y su 
incidencia en la democracia, entendida esta última no solo cm el 
gobierno de las mayorás, sino la participación y decisión infor-
mada que reconoce a las minorías y disensos. 

9	 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C, 
núm. 184, párr. 140.

10	 Cfr. Caso Prado, Fernanda, “La tecnología en la democracia ¿cómo y ha-
cia dónde?”, en, Justicia en una Democracia Constitucional, TEPJF, Méxi-
co, 2020, pp. 105-125, https://www.te.gob.mx/editorial_service/media/
pdf/120420241812035850.pdf 
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III. Acceso a la justicia y democracia digital

El acceso a la justicia desempeña un derecho fundamental de vital 
importancia para el ejercicio de otros derechos. En consonancia 
con esta idea, el tema de la democracia digital no solo represen-
ta un desafío en su regulación, también implica un rediseño de 
las instituciones, procesos y mecanismos de garantía, representa 
una forma novedosa en la que los tribunales deberán analizar los 
casos que se sometan a su conocimiento.

Ahora bien, la democracia digital es una vertiente que debe 
ser analizada desde el concepto amplio del acceso a la justicia, 
pues constituyen no solo una plataforma de expresión, sino ver-
daderas herramientas para la garantía de los derechos. Ejemplo 
de lo anterior es el criterio jurisprudencial11 que dio lugar a la 
interpretación de la primera sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, que dieron lugar a resolver las peticiones que una 
persona dirigió a un ayuntamiento a través de la red social Twit-
ter, entre ellas, una solicitud de información, un pedimento y una 
denuncia para la realización de una obra pública, mismo que no 
fue contestado, al considerarse por la autoridad, que no cumplía 
con los requisitos dispuestos en el artículo 8 de la Constitución 
General de la República, por lo que resultaba imposible que co-
mentarios en redes sociales, permitieran atender demandas ciu-
dadanas. 

El tribunal constitucional determinó “entre algunos elemen-
tos” que el derecho de petición es pilar de la democracia y debe 
advertirse en el contexto de una sociedad moderna en la que las 
tecnologías de información han presentado una evolución impor-
tante, por lo que su criterio fue que las redes sociales representan 
una oportunidad de tutela del derecho de petición.12

Sin duda alguna estas herramientas y el avance tecnológico, 
convergen, y pueden inclusive advertirse como auxiliares en la 

11	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tesis de Jurisprudencia 1ª./J. 13. 
/20124, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, registro digital, 
2028069.

12	 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo en revisión 245/2022, 
https://bj.scjn.gob.mx/doc/sentencias_pub/asuntoID-297584
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participación y representación política de la sociedad en gene-
ral, pero puede fungir como un mecanismo disponible que dis-
minuya la brecha de desigualdad y permita la participación de 
las personas indígenas, afrodescendientes, o de las personas con 
discapacidad, que se encuentran subrepresentadas y que amerita 
la necesidad de una democracia digital incluyente.

En dicho sentido, la inteligencia artificial, promueve y posibi-
lita, en algunos casos la participación de las y los ciudadanos en 
la toma de decisiones gubernamentales, pues funge en algunos 
casos como un canal de comunicación que también permite la 
rendición de cuentas. En ese aspecto, este escenario de liberta-
des implica una participación y sometimiento de las autoridades, 
pues como se ha indicado en líneas anteriores se ancla en las obli-
gaciones de los derechos humanos a cargo de toda autoridad, por 
lo que inclusive, la participación de entes privados queda bajo el 
resguardo del Estado.

En conclusión, el marco jurídico de dichas tecnologías es in-
dispensable, dotará no solo de contenidos a los derechos, e im-
pondrá límites a las autoridades y a las personas. Permitirá la efi-
cacia y el aprovechamiento de estas plataformas y el desarrollo 
científico y tecnológico a favor de las sociedades para lograr una 
mayor inclusión.

IV. Conclusiones

Como se ha mencionado a lo largo de la presente participación 
la inteligencia artificial y el desarrollo de nuevas tecnologías han 
puesto en descubierto nuevas necesidades para la sociedad, así 
también han definido conceptos novedosos entre los que se en-
cuentra la democracia digital.

Como se ha descrito, la democracia es el contexto indispen-
sable para el ejercicio de los derechos y constituye no solo una 
forma de gobierno que se ejerce a través de la representación de 
las mayorías, sino que reconoce la participación de minorías y 
enfatiza en grupos que se encuentran en condiciones desaventa-
jadas y propicia la igualdad.
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También importa para la democracia la división de poderes, 
pues el ejercicio del poder político, no solo se encuentra subor-
dinado a la regla de las mayorías, sino también a los pesos y con-
trapesos que propician las instituciones y los poderes del Estado, 
por lo que no constituye un argumento de veracidad, el que la 
democracia se limite a la participación y toma de decisiones de 
asuntos públicos por parte de la ciudadanía, también tiene un im-
pacto el cumplimiento del marco normativo y los equilibrios que 
provocan los órganos del Estado independientes.

En suma, la democracia ha evolucionado y se ha apoyado de 
plataformas digitales, espacios electrónicos y el internet para 
constituir una herramienta en la participación política de la ciu-
dadanía, por lo que las instituciones, los procesos y la normativa 
deben ajustarse a esta nueva realidad.

Consideramos entonces, que esta nueva dimensión en ámbi-
to jurídico implica propuestas gubernamentales para el rediseño 
de los procesos de participación, por ejemplo, el voto electróni-
co, la libertad de expresión o la tramitación de los propios juicios 
que hacen una justicia más cercana, especialmente a las personas 
que se encuentran en condiciones de vulnerabilidad, en dicho 
entendido, la tecnología puede estar al servicio de la sociedad.
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